Poder Judicial de la Nación

SALA VI

EXPEDIENTE Nro. 26.278/2007                                 JUZGADO Nro. 29

AUTOS: “F.V.N. C/ MGH S.A. Y OTROS S/ DESPIDO”

Buenos Aires,           de                                      de 2011.

EL DOCTOR LUIS A. RAFFAGHELLI DIJO:

La parte actora (fs.764/777) y la codemandada MGH S.A. (fs.761/762) apelan la sentencia dictada a fs.745/754, los codemandados Isaac Gelbart, Marcos Gelbart y Nymex S.A. cuestionan (fs.760) lo decidido en materia de costas y, con invocación de derecho propio, se queja la representación letrada de la parte demandada  (fs.760vta.y fs.762) por considerar bajos los honorarios que se le regularon. 

En el caso la juez “a quo” señaló que no se discute la relación de trabajo con la firma MGH S.A., en la que la accionante se desempeñó en el sector tesorería cumpliendo tareas administrativas y como contadora interna (fs.746) hasta la fecha en que fue despedida.

En relación con este hecho y dado que las partes aluden a un despido verbal (del 6/12/06) que, luego del intercambio epistolar referido en los escritos constitutivos del proceso, fue  ratificado por CD (del 19/12/06) recepcionada el 20/12/06, corresponde considerar que ésta es la fecha de extinción de la relación (20/12/06) toda vez que el art. 243LCT impone que esta decisión se comunique “…por escrito con expresión suficientemente clara de los motivos en que se funda la ruptura del contrato…”.

La juez de grado consideró que este último requisito no fue cumplido en tanto en el telegrama agregado a fs.99 se alude a la “gravísima falta cometida… al constatarse la ausencia de documentación de carácter reservado, perteneciente a la empresa, respecto de la cual Ud. debía ejercer la guarda y cuidado, con el consiguiente perjuicio para la empresa”.

Comparto la conclusión antedicha dado que al momento de despedir la empleadora recurrió a una imputación ambigua en cuanto no informó las circunstancias que rodearon la constatación invocada, ni identificó la documentación que dice sustraída y que, según dijo, estaba bajo la guarda de la trabajadora. En efecto, son expresiones equívocas y vacías de contenido concreto que no permiten tomar conocimiento cabal de la causal de despido y que, por tanto, incumplen con la directiva del art. 243 LCT impuesta para evitar que dicha causal pueda ser posteriormente modificada, por lo que juzgo que debe confirmarse este aspecto del decisorio atacado.

Por su parte, la actora apela el rechazo del reclamo del daño moral que la juez de grado dispuso afirmando que en el caso “…no se prueba la existencia de un daño concreto adicional y mayor al que normalmente le causa la pérdida del empleo sin justa causa, que justifique el pago de un resarcimiento superior al tarifado que progresa…” (fs.750vta.).

Discrepo con esta decisión en cuanto no se valoró que la comunicación del despido contuvo una amenaza, como cabe calificar al cuarto párrafo de la carta documento agregada a fs.99, donde se le comunicó a la trabajadora que “Conforme a su condición de Contadora Pública Nacional, y siendo la falta cometida por Ud. incompatible con el buen arte en el ejercicio de su profesión, le comunico que se notificará lo ocurrido al Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”.

Es decir, la empleadora decidió que la falta laboral imputada a la accionante con fundamento en lo normado en los arts.63 y 85 LCT, que la juez de grado consideró no probada en autos (fs.748/vta.), es “…incompatible con el buen arte en el ejercicio de su profesión…” y que, además, lo iba a comunicar al Consejo Profesional pertinente.

A mi juicio, esta improcedente amenaza excede los términos propios de una comunicación de despido y causa una mortificación que va  más allá de los daños resarcibles mediante una indemnización tarifada, por lo que propongo que se admita el reclamo del daño moral que estimo adecuado fijarlo en el 20% del capital de condena.

También se queja la actora porque no se admitió que su salario ascendía a $2.000 conforme informó en el escrito de demanda, en el que aludió a pagos en negro (fs.6/vta. /7vta.), información que la empleadora se limitó a negar al contestar la demanda (fs.102 y 104) sin informar a la vez cuál era la remuneración abonada, carga que estaba en su órbita atento los claros términos del art.71 de la ley 18.345.

El incumplimiento de la carga de informar este dato, que como responsable del pago del salario necesariamente debía conocer la empleadora, faculta al juez a estimar su silencio “…como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos a que se refieran”, conforme lo autoriza el art. 356, inc. 1º CPCCN, por lo que propongo tener por cierto que la remuneración de la actora ascendió a la suma de $2.000 como ésta lo informó en el escrito de inicio.

Esta insuficiencia también es predicable del escrito de demanda en relación con el reclamo que la actora fundó en el CCT189/92, incluido en la liquidación con un escueto llamado a pie de página (fs.23vta.), que no suple las exigencias contenidas en el art. 65 de la ley 18.345, por lo que no es procedente la admisión del rubro y la sentencia en este punto debe ser confirmada.

La actora se queja, además, por el rechazo del rubro “horas extras” y dice haberlas probado con las declaraciones de los testigos que ofreció, considerando evidente “…que el hecho de que testigos de la actora hayan dicho que la han pasado a buscar después de las 19hs.es porque indudablemente se realizaron horas extras, debiendo aplicarse la presunción en cuanto a la cantidad de dicho trabajo suplementario, en atención a la falta de documentación en poder de la demandada” (fs.772).

La prueba invocada por la accionante en apoyo de su postura es manifiestamente insuficiente para tener por acreditado el trabajo en horas suplementarias, puesto que lo que refieren los testigos que cita la actora es que se reunieron con ella  después de las 19hs. y ello, a mi juicio, no permite tener por probada la pretendida extensión de la jornada laboral.    

La queja referida a lo normado en el art. 15 de la ley 24.013 (fs.771) no puede ser admitida puesto que el reclamo de este rubro no fue introducido en el escrito de inicio. 

Por su parte, la empleadora apela porque fue condenada a pagar la multa prevista en el art. 2º de la ley 25.323 pero los agravios que expresa no son idóneos a los fines que pretende puesto que refieren a una justa causa para despedir (fs.761vta.) y este argumento  ha quedado desvirtuado a la luz de lo resuelto en los considerandos precedentes. 

La admisión de la duplicación indemnizatoria prevista en el art. 16 de la ley 25.561 ha sido cuestionada por la empleadora con fundamento en lo normado en el Decreto 2639/02 porque, según afirma, la actora fue incorporada a la empresa con posterioridad al 1º de enero de 2003 (fs.761vta.), defensa que no fue oportunamente introducida al contestar demanda  puesto que no cabe calificar de tal modo la simple afirmación de que esa situación “…se da en el caso de autos” (fs.104), sin brindarse precisiones al respecto.

La admisión de la indemnización fundada en el art. 80 LCT fue cuestionada en los términos expuestos a fs.762 pero las observaciones allí planteadas no fueron introducidas oportunamente en el escrito de contestación de demanda y, en consecuencia,  al no haber sido puestas  a consideración de la juez de grado no pueden ser analizadas en esta instancia (art. 277 CPCCN).

Por las razones expresadas en relación con el planteo referido a la remuneración de la actora y admitida  la suma de $2.000, corresponde un nuevo cálculo de los montos de condena, que se fijan en $8.000 (art.245LCT); $2.000 (preaviso); $2.000 (noviembre 2006); $2.000 (salario e integración mes de diciembre 2006); $1.360 (vacaciones 2006); $1.166 (sac proporcional, con preaviso); $6.000 (art. 2 ley 25.323); $4.000 (art. 16 ley 25.561); $6.000 (art. 80 LCT), por lo que el daño material debe repararse con la suma de  $32.526 a la que se debe adicionar la suma de $6.505,2 (20% en concepto de daño moral), lo que eleva el monto total de condena a $39.031,2 sobre la que se deben calcular los intereses fijados en la sentencia de grado. 

Resta analizar la extensión de la responsabilidad, que la juez de grado limitó a la codemandada MGH S.A., decisión que la parte actora cuestiona reclamando la condena solidaria del resto de los codemandados.

La  sentenciante consideró probado que las empresas codemandadas (MGH S.A y Nymex S.A.) formaban un grupo económico y que Marcos Gelbart e Isaac Gelbart integraron el directorio de ambas empresas como Presidente y Vicepresidente, pero desestimó la responsabilidad pretendida por concluir que no mediaron maniobras fraudulentas o conducción temeraria, conforme lo determina el art. 31 LCT (fs.752/753vta.) y que no se probó que las personas físicas demandadas se hayan valido de la figura societaria en su propio beneficio, citando al efecto profusa doctrina y jurisprudencia sobre el tema. 

La cuestión planteada debe ser analizada, a mi juicio, desde el ángulo del trabajador afectado y es desde este punto que corresponde determinar si a su respecto se ha incurrido en la conducta reprochada, puesto que la exigencia de una prueba extendida a todo el manejo y dirección del grupo económico deviene inoficiosa y excede los límites propios de la materia laboral, cuyo fin es proteger al trabajador frente a conducciones societarias que pudieran mermar la garantía amplia que le brinda la ley  para la pronta satisfacción de sus  derechos que, como es sabido, tienen naturaleza alimentaria.

En el caso, la codemandada Nymex S.A. reconoció que la actora “pudo haber realizado alguna gestión atento su condición de contadora” (fs.113) y, frente a este reconocimiento recuerdo que el art. 23LCT hace presumir la existencia de un contrato de trabajo, salvo demostración en contrario, carga probatoria que no encuentro cumplida en autos sino, antes bien, advierto corroborada la postura de la actora con la autorización de representación ante la Dirección Provincial de Rentas, que le fue otorgada en agosto de 2005  por Marcos Gelbart, en su carácter de Presidente de la empresa Nymex S.A. (documento en sobre de prueba).

Esto así, juzgo que ha quedado suficientemente probado que la trabajadora ha tenido movilidad funcional entre las empresas codemandadas  y que la rotunda negativa  a asumir sus respectivas responsabilidades mediante afirmaciones que resultaron mendaces y que, en definitiva, estuvieron dirigidas a reducir la mayor protección otorgada por la ley en materia laboral, son indicativas de que han incurrido en una conducta sancionable por aplicación de la normativa contenida en el art. 31 LCT  por lo que se impone admitir la pretensión de la accionante y hacer extensiva la condena de autos a ambas empresas codemandadas.

La situación descripta pone en relieve que en la conducción de las sociedades codemandadas, a cargo de Marcos e Isaac Gelbart, se incurrió en irregularidades que son impropias de “un buen hombre de negocios” al decir del art. 59 de la ley 19.550, accionar que obliga a las personas físicas demandadas a responder ilimitada y solidariamente frente al reclamo de autos, conforme lo impone el art. 274 de dicha ley.  

Por las razones expresadas, propongo elevar el monto de condena a la suma de $39.031,2 con más los intereses fijados en la sentencia de grado y hacer extensiva la condena, responsabilizando a todos los codemandados. Teniendo en cuenta la solución que propongo, corresponde dejar sin efecto lo resuelto en materia de costas y honorarios (art. 279 CPCCN) y declarar que las costas de ambas instancias  deben ser impuestas a la parte demandada vencida (art. 68 CPCCN) y que, a tales efectos, los honorarios de las representaciones letradas de las partes actora y demandada (en conjunto y por su actuación en ambas instancias) y del perito contador se fijen en el 20%, 15% y 7%, respectivamente, porcentajes que deberán calcularse sobre el monto total de condena (capital e intereses).

EL DOCTOR JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID DIJO:


Que adhiere al voto que antecede.


En atención al resultado del presente acuerdo, EL TRIBUNAL RESUELVE: I) Modificar la sentencia de primera instancia elevando el monto de condena a la suma de $39.031,2 con más los intereses allí determinados; II) Hacer extensiva la condena a todos los codemandados en autos (MGH S.A., Nymex S.A., Marcos Gelbart e Isaac Gelbart); III) Confirmar la sentencia de primera instancia en lo demás que decide, salvo en materia de costas y honorarios que se deja sin efecto; IV) Imponer las costas de ambas instancias a la parte demandada y V) Regular los honorarios de las representaciones letradas de las partes actora y demandada (en conjunto y por su actuación en ambas instancias) y del perito contador en el 20%, 15% y 7%, respectivamente, porcentajes que se calcularán sobre el monto total de condena (capital e intereses).        

Regístrese, notifíquese y vuelvan.

Alf.








LUIS A. RAFFAGHELLI








    JUEZ DE CAMARA 







JUAN CARLOS FERNANDEZ MADRID
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